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	Alcalde Municipalidad El Monte
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	 Texto

	Contraloría no puede resolver las diferencias suscitadas entre el alcalde y los concejales, respecto de la veracidad, importancia o gravedad de los fundamentos esgrimidos para remover al administrador municipal. Ello, porque aunque el art/30 de la ley 18695 no obliga al concejo a fundamentar su decisión, el ejercicio de la misma no puede significar una utilización indebida de sus atribuciones y, por tanto, una falta de probidad, sino que ha de enmarcarse en los principios de racionalidad y objetividad, con un claro sentido de bien común y buena marcha del servicio.No compete a esta Contraloría exigir a los concejales que expliciten las razones por las cuales votan en un determinado sentido, ni tampoco definir la legalidad de un acuerdo del concejo en base al examen de las actas cuando se hayan consignado esas razones, por cuanto éstas son la expresión de la libertad de dichas autoridades para votar en un determinado sentido. Lo anterior, sin desmedro de las responsabilidades civiles y penales que afectan a los concejales en el ejercicio de su cargo y de la eventual aplicación de las causales de cese de funciones, según los mecanismos establecidos en la ley, toda vez que tales autoridades deben actuar con pleno respeto al principio de juridicidad. En el quórum del concejo exigido para adoptar la medida aludida, ha debido considerarse el voto del alcalde, conforme lo señala el art/86 inc/2 de ley 18695.
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	 Acción

	Aplica dictámenes 25308/2001, 29284/2005, 47591/2002, 21140/2006
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	 Fuentes Legales

	ley 18695 art/30, ley 18695 art/86 inc/2, ley 19602, dfl 1/2006 inter
ley 18695 art/63 lt/m
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	 Descriptores

	acuerdo concejo mun voto alcalde
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	 Documento Completo 

	N° 16.241 Fecha: 12-IV-2007

El alcalde de la municipalidad de El Monte, solicita un pronunciamiento sobre la legalidad de la decisión adoptada por el concejo de remover de su cargo al administrador municipal, por cuanto, a su juicio, no se ajustó a derecho, toda vez que los fundamentos utilizados por ese cuerpo colegiado -relacionados en términos generales con el incumplimiento de las funciones del aludido funcionario- no revestían la seriedad suficiente y; por otra, que el acuerdo sobre la materia no fue adoptado con el quórum legal requerido.

Por su parte, los concejales de esa municipalidad, don AA, doña BB, don CC y don DD, que votaron a favor de la aludida remoción, se han dirigido a esta Entidad de Control, sosteniendo la validez del referido acuerdo, toda vez que la decisión de remoción se encontraría fundada, y se. habría cumplido el quórum que exige la ley, ya que ésta alude a los dos tercios de los concejales en ejercicio, sin mencionar al alcalde, que no tiene la calidad de concejal.

Sobre el particular, cabe señalar, en primer término, que el artículo 30 de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, establece, en lo que interesa, que el administrador municipal "será designado por el alcalde y podrá ser removido por éste o por acuerdo de los dos tercios de los concejales en ejercicio, sin perjuicio que rijan además a su respecto las causales de cesación de funciones aplicables al personal municipal."

Ahora bien, en relación con la discusión generada entre el alcalde y los concejales recurrentes respecto de la veracidad, importancia o gravedad de los fundamentos esgrimidos para remover al administrador municipal, se debe precisar que la jurisprudencia administrativa, contenida en el dictamen N° 47.591, de 2002, entre otros, expresa que si bien el referido artículo 30 no obliga al concejo a fundamentar su decisión, el ejercicio de la misma no puede significar una utilización indebida de sus atribuciones, y, por tanto, una falta de probidad, sino que ha de enmarcarse en los principios de racionalidad y objetividad, con un claro sentido de bien común y buena marcha del servicio.

Por su parte, el dictamen N° 21.140, de 2006, entre otros, ha expresado que no compete a este Organismo de Control exigir a los concejales que expliciten las razones por las cuales votan en un determinado sentido, ni tampoco definir la legalidad de un acuerdo del concejo en base al examen de las actas, cuando se hayan consignado esas razones, por cuanto éstas son la expresión de la libertad de dichas autoridades para votar en un determinado sentido.

Agrega este último pronunciamiento que lo anterior es sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales que afectan a los concejales en el ejercicio de su cargo y de la eventual aplicación de las causales de cese de funciones, de acuerdo con los mecanismos establecidos en la ley, toda vez que tales autoridades deben actuar con pleno respeto al principio de juridicidad.

En conformidad con lo expresado, no corresponde que esta Contraloría General resuelva las diferencias que se suscitan entre el alcalde y los concejales recurrentes respecto a los fundamentos que se tuvieron en consideración en el concejo para votar sobre la remoción del administrador municipal.

Ahora bien, en lo que concierne al quórum necesario para aprobar el acuerdo de que se trata, cabe reiterar que el referido artículo 30 de la ley N° 18.695 dispone que aquél debe ser de dos tercios de los concejales en ejercicio.

En el caso que se analiza, el acuerdo se adoptó con los votos favorables de cuatro de los seis concejales de la comuna, votando en contra de la remoción, los otros dos concejales y el alcalde.

El punto a dilucidar, entonces, es si para determinar los dos tercios a que se refiere la ley se consideran sólo los concejales o también el alcalde. En el primer caso, la base de cálculo es 6 -atendido que ese es el número de concejales de la Municipalidad de El Monte-, de manera que el quórum de los dos tercios se lograría con 4 votos favorables a la remoción, lo que ocurrió en la especie:

Si se considera al alcalde, en cambio, la base de cálculo es 7 -los 6 concejales más el alcalde-, por lo que para formar el quórum exigido por la ley se requeriría que la remoción de que se trata contara con 5 votos a favor. Ello, de acuerdo a la fórmula de cálculo consignada en el dictamen N° 25.308, de 2001.

Como puede apreciarse, y atendido que la problemática planteada incide en el alcance que corresponde dar al derecho a voto del alcalde en las sesiones de concejo, se debe tener presente la jurisprudencia administrativa de este Organismo de Control, contenida en el dictamen N° 29.284, de 2005.

En el referido pronunciamiento, se concluyó, en relación con el quórum aplicable, en general, a la adopción de acuerdos del concejo, establecido en el inciso segundo del artículo 86 de la ley N° 18.695 -esto es, mayoría absoluta de los concejales asistentes a la sesión respectiva-, que a pesar de que en la actualidad el alcalde no tiene la calidad de concejal, debe ser considerado en el quórum para adoptar acuerdos, por las razones que detalladamente se indican en ese pronunciamiento.

Pues bien, a juicio de esta Contraloría General, los criterios contenidos en esa jurisprudencia para sostener que el voto del alcalde debe ser considerado en el quórum general enunciado, resultan igualmente aplicables respecto del quórum especial que se analiza en esta oportunidad.

En efecto, el artículo 63, letra m), de la ley N° 18.695, le confiere al alcalde, expresamente, el derecho a votar en el concejo, derecho que, al no haber sido limitado por el citado artículo 30, no puede admitirse que lo sea por vía interpretativa, lo que, precisamente, acontecería si se entiende que en el cómputo del quórum de que se trata -que implica definir los votos válidamente emitidos- no se comprende la votación del edil, ya que ello implicaría, en realidad, privarlo del ejercicio de su derecho a voto.

Confirma la tesis que se viene sustentando la circunstancia de que a la fecha de entrada en vigencia de la ley N° 19.602 -que otorgó al concejo la atribución de remover al administrador municipal-, el alcalde tenía la calidad de concejal, por lo que claramente al referirse a los dos tercios de los concejales en ejercicio, la intención del legislador fue la de comprender también en ese quórum al alcalde.

En- consecuencia, en la especie, no se reunió el quórum de dos tercios que exige la ley para que el concejo pueda remover al administrador municipal, por cuanto sólo se emitieron 4 votos a favor de la remoción, en circunstancias que en ese municipio se requiere para ello contar con 5 votos, ya que la base de cálculo del aludido quórum está formada por los seis concejales más el alcalde.

Por consiguiente, en conformidad con lo expresado, este Organismo de Control cumple con manifestar que esa municipalidad deberá arbitrar las medidas tendientes a regularizar la situación examinada


